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RESUMEN EJECUTIVO



    México está por entrar a una nueva crisis. Por más de medio siglo, nuestro país generó numerosos beneficios pensionarios creados para bien de determinados sectores laborales. Lamentablemente, casi en ningún caso, estas obligaciones fundamentalmente pensionarias quedaron debidamente fondeadas para el largo plazo.


    El crecimiento de las pensiones públicas en México ha sido explosivo durante la primera década del siglo XXI. Actualmente, existen más de cuatro millones de pensionados de más de 105 sistemas públicos de pensiones. La inmensa mayoría de estos sistemas pensionarios no están fondeados, esto es, no tienen fondos para honrar este compromiso.


    Sin embargo, nadie desea pagar el costo social de revelar que ya no hay recursos, ni el costo político de proponer las dolorosas medidas correctivas. Aunque no existe en México una cuantificación total y definitiva de los pasivos pensionarios del país, con las cifras oficiales de que se dispone, se conoce que el compromiso de pagar las pensiones públicas podría representar más del 104% del PIB. Aunque son escasas las valuaciones actuariales de los sistemas pensionarios de estados y municipios, los patrones de deterioro son muy similares y la opacidad sólo esconde fuertes amenazas.


    La seguridad social se concibió inicialmente como un instrumento de protección de la nueva clase trabajadora industrial. Su razón de ser fue proteger a las nuevas clases obreras que surgieron con motivo de la industrialización de los países europeos. Con la creación de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), a principios del siglo XX, surgió el concepto de seguridad social como se conoce en México, mismo que vincula la protección social a la relación formal de trabajo.


    En México, el artículo 123 de nuestra Carta Magna establece las bases mínimas de derechos laborales del trabajador, por estar sujeto a una relación subordinada. Dentro de estos derechos se encuentra la protección a la seguridad social y en esta última, lo relativo en materia pensionaria. Con este espíritu se crean los institutos de seguridad social (IMSS, ISSSTE e ISSFAM). También este artículo constitucional considera que, por medio de la contratación colectiva, se pueden pactar prestaciones en materia laboral y de seguridad social complementarias a las que en él se establecen, como lo han hecho los trabajadores de gobierno en los casos de las entidades paraestatales.


    Por otra parte, a los estados y sus subniveles de gobierno, el artículo 115 de la Constitución, les da autonomía de regirse por sus propias leyes o elegir adherirse a las establecidas en materia federal, por lo que algunos gobiernos estatales han creado sus propios institutos de seguridad social, o en el caso de algunos municipios o sus entidades paraestatales, se firmaron convenios voluntarios de adhesión a las leyes del IMSS e ISSSTE.


    Como resultado, tenemos regímenes pensionarios que se distinguen entre los ciudadanos. Los trabajadores de los diferentes niveles de gobierno o entidades paraestatales mantienen beneficios que, en el mejor de los casos, se pagan con recursos de origen fiscal o se convierten en deuda para el ciudadano en general.


    Lamentablemente, la seguridad social de México no se preparó ni reaccionó a tiempo ante el formidable cambio demográfico que vivimos las últimas tres décadas del siglo XX. Pasaron dos décadas antes de que llegara la reforma a la Ley del Seguro Social de 1995 y tres décadas antes de que se lograra reformar la Ley del ISSSTE en 2007. Estos cambios, complejos en lo financiero y polémicos en lo social, fueron necesarios y han sentado las bases de sistemas pensionarios sustentables financieramente, aunque con retos permanentes de rentabilidad y cobertura. La gran mayoría de los regímenes pensionarios restantes aún no se atreve a hablar —siquiera— de su problema de insolvencia, mucho menos a intentar resolverlo.


    La conclusión es clara: o se reforman urgentemente los sistemas públicos de pensiones de beneficio definido y los arreglos pensionarios del sector paraestatal o muy pronto no habrá recursos públicos con qué honrar dichas obligaciones, a menos que se castiguen otros rubros prioritarios para la sociedad.


    Este panorama es preocupante: las pensiones públicas están creciendo en forma desproporcionada respecto de las capacidades fiscales del Estado. La presión puede explotar en el sexenio 2012-2018, lo que llevaría a un incumplimiento en el pago de las pensiones y a una severa crisis social y política. Es indispensable posicionar el tema de las pensiones en la agenda nacional para comprometer una visión y decisión políticas sobre su viabilidad futura.


    Con los datos oficiales recabados esta investigación consolida un escenario actualizado del pasivo actuarial de las pensiones públicas de México. El resultado es que las pensiones públicas del país arrojan un pasivo actuarial (o presión financiera total a precios actuales) de 104% del PIB de 2010.


    Estos pasivos pensionarios no incluyen a] el costo fiscal de completar las pensiones mínimas garantizadas de los regímenes federales y estatales, b] la nómina anual del ISSFAM, c] los beneficios laborales al retiro de varias universidades públicas, d] la subvaluación de pasivos producto de reglas contables o de la heterogeneidad en las metodologías autorizadas y e] el costo del déficit del seguro médico para pensionados. Tampoco incluyen f] aquellos pasivos pensionarios que las entidades federativas no tienen contabilizados, ni g] la deuda fiscal de los sistemas de pensiones que actualmente se fondean con el gasto corriente sin ninguna previsión de reservas futuras.


    La propuesta que se presenta en este libro es la generación de un nuevo modelo de seguridad social basado en cuatro pilares para pensiones en el retiro: pensiones sociales, pensiones universales por vejez, pensiones por retiro y pensiones adicionales. El libro describe cómo sí es posible financiar la nueva pensión universal de al menos un salario mínimo para todos los adultos mayores en el retiro, jefes de familia de 65 años o más, beneficiando cuando menos a 6.9 millones de mexicanos.


    Es fundamental subrayar que la propuesta de este nuevo Sistema Nacional de Seguridad Social es totalmente compatible con las actuales expresiones legales e institucionales de la seguridad social en México. Esta propuesta no excluye, imposibilita, discrimina o extingue a ninguno de los regímenes pensionarios actuales o a ninguno de los planes de pensiones complementarios a la seguridad social actual. Lo que este diseño propone es modificar de raíz el paradigma general del financiamiento de los beneficios de la seguridad social de manera justa, universal y uniforme.


    El libro ofrece cinco grandes conclusiones al lector:


     


    PRIMERA. El país ha creado una bomba de tiempo que ya está activada en más de un centenar de sistemas públicos pensionarios, cuya insolvencia creciente presiona ya de manera relevante las finanzas públicas federales y pondrá en jaque a las finanzas de los tres niveles de gobierno en esta segunda década del siglo XXI.


     


    SEGUNDA. La falta de conocimiento social de este problema y las resistencias particulares para reformar estos sistemas agravan el panorama y harán nula o muy lenta la atenuación de una crisis financiera pensionaria que, finalmente, sólo vulnerará a los mismos trabajadores y pensionados a los que se pretende defender.


     


    TERCERA. México requiere una nueva arquitectura constitucional para su seguridad social y su sistema nacional de pensiones. Un arreglo que tenga parámetros generales emanados de la Constitución, de observancia obligatoria para todos los regímenes pensionarios, que ofrezca cobertura pensionaria a todos los adultos mayores, con facilidades y estímulos a la reforma de los actuales sistemas para darles viabilidad y solvencia en el futuro. En esta nueva arquitectura debe considerarse que los recursos fiscales generales sólo deben financiar obligaciones y gastos generales de la sociedad, como el pilar de pensión universal de retiro que se propone. Los déficits pensionarios son responsabilidad de los gobiernos, los patrones y sus trabajadores, no de los contribuyentes.


     


    CUARTA. El nuevo Sistema Nacional de Seguridad Social (SINASES) que aquí se propone debe comprender, además, coberturas para invalidez y vida, riesgos de trabajo, salud, ayudas sociales y desempleo. Estas coberturas sociales serán financiadas con recursos generales de los tres niveles de gobierno.


     


    QUINTA. Ya perdimos la primera década de este siglo esperando que los agentes tomadores de decisión actúen para no agravar el futuro. Después de diferentes esfuerzos, el México contemporáneo no ha visto el cambio trascendental necesario en materia de seguridad social y pensiones. El país necesita de una amplia y certera convocatoria para que las cosas cambien gracias a un nuevo diseño legal y un contundente pacto político por la seguridad social, que amplíe la cobertura, eleve la equidad y aleje la enorme amenaza de insolvencia para el Estado, los patrones, los trabajadores y los pensionados. Es una gran apuesta donde todos ponen, pero donde todos ganan.


     


    México merece un replanteamiento fundamental de la seguridad social hacia un sistema de derechos universales, complementado con sistemas de reparto o de contribución definida fondeados por patrones y trabajadores.


    La crisis de las pensiones ya está aquí. Esperar a convencernos de su magnitud y trayectoria sólo dificultará su atención y magnificará el costo de las soluciones. Por ello este esfuerzo por hablar del tema sin tapujos deseando que pronto el Estado mexicano, los actores políticos y las organizaciones de trabajadores se ocupen de manera decidida y definitiva a desactivar este enorme desequilibrio.


    Son múltiples las razones que han originado esta grave situación gestada lentamente durante cinco décadas. Muchas de ellas, como la transición demográfica o las crisis económicas, no pudieron fácilmente ser previstas a tiempo ni controladas significativamente. En la crisis financiera de las pensiones no deben buscarse culpables, sino acuerdos políticos y soluciones justas, universales y permanentes con la aportación de todos.


    Transformar la seguridad social de México es un reto formidable. Le corresponde a esta generación evaluarlo y actuar en consecuencia.

  


  
    
PRÓLOGO



    El análisis público de los sistemas de pensiones es, ha sido y seguirá siendo provocativo, intimidante y doctrinario. Es un tema siempre inacabado que toca un ángulo sensible para la mayoría de la población: la seguridad económica al término de su vida laboral.


    La naturaleza del tema le garantiza a cualquier autor que participe en este debate al menos un lector interesado. ¿Cuál es entonces, si acaso, el mérito de “México: la próxima crisis” y la razón por la que Pedro Vásquez Colmenares G. invita a un público más amplio a su lectura?


    El mérito más importante de este estudio es la capacidad de argumentar con base en cifras y de proponer soluciones creativas a la problemática individual de la mayoría de los 105 sistemas de pensiones y para los 105 sistemas en su conjunto. Podemos estar o no de acuerdo con el autor en sus propuestas, incluso en sus opiniones, pero los números hablan por sí solos y hablan con sentido y contundencia por el orden y sistematización con la que se aborda, primero, la esencia del problema y, luego, el planteamiento de solución. El estudio, por tanto, tiene el mérito de ayudar al lector a comprender la urgencia de dar una respuesta a la situación que guardan actualmente los diversos sistemas de pensiones que prevalecen en nuestro país y de ofrecer, al lector y al país, un esquema de solución que ciertamente debe sumarse al debate urgente por el futuro de las pensiones.


    El tema, siempre vigente, cobra particular relevancia en tiempos en los que el país se da la oportunidad de replantear sus prioridades y fijar programas de trabajo ante el cambio de administración a nivel federal, y particularmente en una etapa en que muchos países de la Europa central padecen fuertes crisis sociales y de finanzas públicas por el peso de sus sistemas de pensiones desfinanciados.


    No obstante la relevancia del tema, en México existe una clara reticencia para abordarlo públicamente. La tentación de evitarlo refleja la complejidad del tema y el hecho —irrefutable, como lo logra sustentar el estudio a través de una exposición ordenada con datos sólidos y pormenorizados— de que el sistema se encuentra en una situación de insolvencia. Además, la restauración de su viabilidad obligará a suprimir algunos de los privilegios que actualmente gozan ciertas minorías a costa de la mayoría de los trabajadores y de todos los contribuyentes. Esto explica el recelo para revelar a los potenciales afectados que sus privilegios no podrán persistir en el futuro.


    Sin embargo, la no respuesta a este problema hace que nadie, independientemente de ser o no actualmente privilegiado, pueda escapar a los efectos negativos que ya está generando un sistema que no cuenta con una fuente de fondeo sostenible y de magnitud comparable con sus compromisos y que no cubre a toda la población, en especial a los trabajadores más vulnerables.


    El texto es muy claro en su señalamiento de que la responsabilidad ineludible que tiene el Estado en materia de seguridad social y, en particular, en materia de pensiones, trasciende al propio ámbito de la seguridad social de modo que el problema se convierte, por una vertiente, en uno de finanzas públicas y, por ende, macroeconómico. Por otra vertiente, en un problema social y de atención a la pobreza en la vejez.


    En la vertiente social, es evidente que el problema no está acotado a los trabajadores afiliados a algún esquema de pensiones. Por el contrario, el problema es sobre todo la falta de cobertura a un segmento importante de la población, principalmente, aunque no sólo, al llamado “sector informal” donde se ubican los trabajadores con menores ingresos. La universalización de la seguridad social es una condición necesaria, imprescindible, para lograr la meta de toda política social que pretenda elevar el nivel de vida de la población. Además, una visión más moderna de la política económica orientada a detonar el crecimiento sólo será exitosa si atiende simultáneamente el bienestar de la población. Así, el reto de incorporar a toda la población a un régimen de pensiones es doblemente relevante, por su connotación social y por su connotación económica. Esta tesis la sustenta y desarrolla el autor. Más aún, muestra que la meta está dentro del mundo de lo posible y nos enseña la forma de lograrlo, aprovechando su experiencia de cómo “institucionalizar” un escenario de reforma.


    Por cuanto a la vertiente macroeconómica, el texto señala porqué las repercusiones de la insolvencia de los sistemas de pensiones no sólo se manifestarán entre los pensionados y los por-pensionar al momento en que se agoten las reservas que han constituido los distintos esquemas. La falta de financiamiento suficiente ya atenta en contra de la estabilidad macroeconómica que actualmente goza el país y por ello los beneficios de la estabilidad están en riesgo de perderse. Este mensaje es uno de los más importantes que emerge con nitidez y claridad a través de la lectura del libro y que también explica la resistencia para su debate público.


    Es en este reconocimiento —de que el problema es más amplio que solamente pensional— donde reside la clave para su solución. La respuesta no puede limitarse a modificar y reforzar las fuentes de financiamiento y eliminar las inequidades inherentes en él. En la medida que la solución toque la problemática macroeconómica, el fortalecimiento de la economía allanará el camino para las reformas pendientes en el ámbito de la seguridad social.


    Dos son las condiciones necesarias para atender la problemática macroeconómica: el primero es su impacto en el mercado laboral. Conforme el sistema resuelva el problema de portabilidad se propiciará una mayor movilidad laboral y se atenuarán los problemas asociados a la segmentación del mercado laboral entre el formal y el informal. Con ello se propiciará una mayor eficiencia económica y una mayor productividad laboral, traduciéndose esto en mejores salarios para los trabajadores. Éste es el último eslabón de un círculo virtuoso ya que con mejores salarios se contribuirá, en el presente, a un mejor nivel de vida de los trabajadores y, mirando al futuro, en una mayor capacidad para aportar a la seguridad social, en particular a fondear su esquema de pensiones.


    La segunda condición es la promoción del ahorro. Toda contribución al fondo de pensiones bajo un esquema de contribuciones definidas constituye ahorro, tanto a nivel individual como para la economía en su conjunto. Desde la óptica de cada trabajador, cuanto mayor sea el saldo de su cuenta mayor será la pensión que pueda alcanzar al término de su vida laboral. Desde la óptica de la economía, el mayor ahorro significa mayor inversión productiva y la mayor inversión significa más crecimiento y más empleo. Así, el mayor ahorro a nivel individual se convierte en un ambiente de mayor prosperidad cuyos beneficios se revierten a favor de los trabajadores. Es por ello que el ciclo del ahorro que promueve el sistema de pensiones también se convierte en un círculo virtuoso.


    Desde esta perspectiva, se puede entender la falacia en el argumento de que no es posible impulsar un programa de reforma a los sistemas de pensiones por su impacto de corto plazo sobre un grupo limitado de trabajadores. El planteamiento correcto, que hace el libro, es focalizar la atención en las ganancias potenciales para la economía en su conjunto y, en lo particular, para los trabajadores. El planteamiento, además, se ve corroborado con la experiencia de aquellos países que impulsaron una reforma de pensiones más ambiciosa y que ahora gozan de una base de ahorro más amplia y, sobre todo, con un sector laboral más dinámico en términos de empleo y salarios.


    Visto así, y es así como lo ve el autor, la “próxima crisis” es también la “actual oportunidad”. Ésta es la enorme oportunidad que hoy no puede escaparse a las autoridades en sus tres ámbitos de gobierno ni tampoco al resto de la sociedad: trabajadores, sindicatos obreros, sindicatos patronales, partidos políticos y, sobre todo, sociedad civil. Ésta es también la oportunidad porque es la mejor etapa de la transición demográfica en México para emprender la reforma al sistema de pensiones y, finalmente, porque el país goza de los beneficios derivados de la credibilidad con que ha logrado la estrategia macroeconómica.


    Perder la oportunidad no sólo significa cancelar la posibilidad de cumplir plenamente la promesa de seguridad social a los trabajadores, sino también la posibilidad de orientar al país por una senda de mayor prosperidad.


    Pedro Vásquez Colmenares G., con su libro, participa y aporta al debate público. Aprovechando su conocimiento directo del funcionamiento de la seguridad social y de la organización del IMSS y del ISSSTE, posiciona con seriedad y valentía una visión integral a la problemática de las pensiones y con sus propuestas alienta una visión optimista y esperanzadora para el futuro económico de México.


     


    CARLOS NORIEGA CURTIS

    Doctor en economía

  


  
    
INTRODUCCIÓN



    México está por entrar a una nueva crisis. Como sociedad casi nada sabemos de su inminencia. Esta crisis se suma a la debilidad de nuestras instituciones y estructuras políticas. Esta crisis atentará totalmente contra nuestra valiosa pero insuficiente estabilidad macroeconómica. Esta crisis afectará de raíz la atención a las urgentes prioridades nacionales. Pero más grave aún, esta crisis amenaza con polarizar a la sociedad entre los ciudadanos privilegiados y aquellos sin seguridad social. ¿De qué podemos estar hablando? Muy simple: de la crisis de las pensiones públicas.


    Por más de medio siglo, nuestro país generó numerosos beneficios pensionarios creados en pro de determinados sectores laborales. En México pueden tener pensiones sólo aquellas personas que estén reconocidas por las leyes laborales, es decir, que sean parte del sector formal de la economía. Un diseño meritorio de la seguridad social asociado a un sistema corporativo de representación de patronos y trabajadores. En 1943 se fundó el Instituto Mexicano del Seguro Social como la piedra angular del sistema previsional. Luego, en 1960 el artículo 123 Constitucional se dividió en dos apartados para crear la seguridad social para los trabajadores del Estado. Esta arquitectura produjo “un universalismo fragmentado, corporativizado, dirigido a trabajadores formales que ha dado como resultado beneficios desiguales”.1


    Durante los años sesenta, setenta y ochenta, este modelo fue replicado recurrentemente en diversos sectores y por los gobiernos estatales que, en imitación del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE), de la Compañía de Luz y Fuerza del Centro (LFC) o de Petróleos Mexicanos (Pemex), establecieron beneficios laborales y pensionarios en sus sectores más movilizados o más protegidos. De ahí que la banca de desarrollo, diversas paraestatales y la mayoría de las universidades estatales y los sindicatos de las entidades federativas hayan negociado jugosos contratos laborales y grandes beneficios pensionarios en esas épocas.


    Todos estos beneficios se establecieron o se renegociaron, a su vez, en el marco de las recurrentes crisis económicas de las décadas de los ochenta y noventa bajo el principio de “si no me puedes dar los aumentos salariales que requiero, al menos obtendré mejoras en las prestaciones futuras”. Las negociaciones se cerraron y las obligaciones se sembraron.


    Lamentablemente, casi en ningún caso estas obligaciones —fundamentalmente pensionarias— quedaron debidamente fondeadas para el largo plazo. Especialistas y estudiosos han hablado de esta insuficiencia por mucho tiempo y “lo sorpresivo es que se siga actuando solamente en condiciones de crisis”.2 Gobiernos y trabajadores confiaron en la creencia cultural del adagio “Dios proveerá”. Ese poder omnímodo, ese actor aparentemente todopoderoso de la era posrevolucionaria fue el Estado mexicano que, cincuenta años después, está por entrar a la mayor insuficiencia de finanzas públicas desde la revolución como resultado del desastre de las pensiones públicas.


    El lector probablemente se pregunte, incrédulo, si podrá ser cierto un escenario tan preocupante. Es más, quizá se pregunte cómo es que han pasado tantos años y nada de esto ha aparecido en las primeras planas de los periódicos o en las noticias. Mucho menos se nos ha explicado a los trabajadores formales que nuestros beneficios de retiro pueden estar en riesgo. La respuesta es que el tema es complejo y los hechos están fragmentados. Veamos algunos datos ilustrativos.


    Actualmente existen más de 4.1 millones de pensionados de más de 105 sistemas públicos de pensiones.3 La mayoría de estos sistemas son de reparto, es decir, aquellos en los que las pensiones son financiadas por los patrones y trabajadores en activo. Los sistemas pensionarios de reparto, técnicamente conocidos como de beneficios definido, se construyen con base en el principio de solidaridad intergeneracional, en el cual los jóvenes trabajadores aportan junto con sus patrones para fondear las pensiones de los más viejos, esperando que “otros trabajadores del futuro” aporten para financiar las pensiones que entonces les correspondan.


    Los sistemas pensionarios de reparto no cuentan con portabilidad entre ellos, como los sistemas de pensiones basados en cuentas individuales o de contribución definida. En otras palabras, no están legal y financieramente conectados entre sí por lo que aquellos trabajadores que cambian de empleador antes de cumplir con un cierto número de años laborados pierden por completo sus beneficios pensionarios y de atención médica futura. Esta situación genera grandes iniquidades dejando a muchos trabajadores completamente desprotegidos.4 En México estos sistemas pensionarios son federales, estatales,5 municipales,6 paraestatales, universitarios, sectoriales, civiles, militares, contributivos y hasta no contributivos.7


    El crecimiento de las pensiones públicas en México ha sido explosivo durante la primera década del siglo XXI. Genéricamente el gasto pensionario del gobierno federal se triplicó entre 2001 y 2010 para casi todos los planes de pensiones según las diversas cuentas públicas (para mayor detalle, véase el cuadro 1). En esta primera década del siglo existieron comportamientos sobresalientes: Pemex casi sextuplicó su gasto pensionario entre 2001 y 2010;8 el ISSSTE lo quintuplicó; CFE lo cuadruplicó y el IMSS lo triplicó. Paradójicamente, en muchos de estos sistemas públicos de pensiones es común que los trabajadores no hagan aportación alguna a sus sistemas de pensiones o que ésta sea mínima. Éstos son los casos de los sistemas pensionarios de Pemex, Comisión Federal de Electricidad, Nafinsa, Banobras, Luz y Fuerza (extinta y en liquidación) y Bancomext.9


    Un gasto desfinanciado creciente también se observa en las pensiones estatales y municipales. La explicación de este deterioro es doble y común: las personas vivimos más10 y, consecuentemente, disfrutamos más años de las pensiones ya otorgadas. Más aún, el perfil demográfico del país ha cambiado sustancialmente, de forma que en los próximos años habrá menos jóvenes que aporten para las pensiones de la creciente población en franco envejecimiento.11


    Lamentablemente, la seguridad social de México no se preparó ni reaccionó a tiempo ante el formidable cambio demográfico que vivimos las últimas tres décadas del siglo XX. Pasaron dos décadas antes de que llegara la reforma a la Ley del Seguro Social de 1995 y tres décadas antes de que se lograra reformar la Ley del ISSSTE en 2007. Estos cambios, complejos en lo financiero y polémicos en lo social, fueron necesarios y han sentado las bases de sistemas pensionarios sustentables financieramente, aunque con retos permanentes de rentabilidad y cobertura. La gran mayoría de los restantes regímenes pensionarios todavía no se preparan para el colapso.


    El propio Plan Nacional de Desarrollo 2001-2006 ya señalaba en forma alarmante que “la confluencia del envejecimiento demográfico con el cambio registrado en el terreno epidemiológico demandará profundas reformas en las estrategias, alcance, funcionamiento y organización del sector salud; impondrá fuertes presiones sobre la infraestructura económica y social; desafiará la viabilidad a largo plazo de los sistemas de seguridad social, y exigirá una cuantiosa reasignación de recursos para proporcionar pensiones suficientes”.12


    La inmensa mayoría de estos sistemas pensionarios públicos de México no están fondeados. Los responsables de estos sistemas no saben —o no quieren saber— cómo corregir su inviabilidad. Todos están esperanzados en que el futuro no les alcance y, en el extremo, que ocurra un rescate financiero por el gobierno estatal o federal. Este comportamiento silencioso y complaciente equivale a que el déficit lo paguemos los no beneficiarios de dichos sistemas. Ni los directivos responsables de estas instituciones, ni los líderes sindicales, quieren pagar el costo social de avisar que el barco se hunde; tampoco quieren pagar el costo político de proponer las dolorosas medidas correctivas.


    Y para coronar este diagnóstico de enorme inviabilidad financiera de las pensiones públicas, recordemos que los sistemas pensionarios actuales sólo protegen a una tercera parte de la población ocupada.13 En síntesis, la situación pensionaria del país no sólo es precaria e inviable, sino adicionalmente muy injusta dado su grado de concentración de beneficios. Es sorprendente recapitular todo lo que ha contribuido a este ominoso panorama:


     


    •  La generación de derechos pensionarios sólo para trabajadores formales, para los cuales los distintos gobiernos han sido generosos con base en un modelo político-clientelar.


    •  La transición demográfica acelerada de los cotizantes a los sistemas de pensiones de reparto, señaladamente los burócratas, quienes cada vez son más viejos en promedio por la falta de nuevos ingresantes al gobierno.


    •  El estancamiento de las nuevas contrataciones en el sector público desde hace casi tres décadas, mismas que han dejado de crecer en razón del debilitamiento fiscal del sector público y la orientación del modelo económico.


    •  Las múltiples negociaciones de prestaciones económicas a cambio de las contenciones salariales de las épocas de austeridad económica.


    •  El crecimiento de la economía informal en México que ha debilitado la base fiscal que anteriormente financiaba estos privilegios pensionarios.


    •  La carencia oportuna de una reforma fiscal integral.


    •  La transferencia de recursos federales a los estados y el D.F. con fuertes ambientes de opacidad y cortoplacismo.


    •  La falta de responsabilidad gubernamental con el largo plazo, principalmente en las entidades federativas y los municipios.


    •  Las rigideces políticas y los intereses clientelares del sistema de decisiones.


    •  La baja alerta del problema entre la opinión pública.


     


    CUADRO A. GASTO EN PENSIONES DEL SECTOR PÚBLICO, 2001-2007 (millones de pesos)


    [image: ]


    FUENTE: Para 2001-2006, Cuenta de la Hacienda Pública Federal; meta 2007, Presupuesto de Egresos de la Federación.


    De hecho, hay testimonios claros de cómo esta situación agravará toda la arquitectura de las finanzas públicas. Analistas especializados han afirmado desde hace una década que “la sustentabilidad de la política fiscal debe considerar el creciente endeudamiento del Estado proveniente de los contratos sociales existentes y dentro de éstos, de manera particular, el proveniente de los planes de pensiones con garantía pública explícita o implícita”.14 Hoy en día, la presión de las pensiones públicas sobre el equilibrio de las finanzas públicas es alarmante, como lo explicaré más adelante.


    En lo que va de este siglo, las reformas pensionarias han sido exiguas o inexistentes. Un consultor actuarial especializado estimaba en 2008 que los pasivos actuariales15 de todas las pensiones públicas representaban más del 120% del PIB.16


    Sin embargo, no existe en México una cuantificación total y definitiva de los pasivos pensionarios del país. La Auditoría Superior de la Federación (ASF) recientemente concluyó que en 2010 el gobierno federal “no contó con la información de las 289 dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, y que la proporcionada por 28 (9.7%) entidades correspondiente al ejercicio fiscal 2009 fue parcial; por lo que no aportó los elementos necesarios para analizar la sustentabilidad financiera de los distintos esquemas de seguridad social y, en su caso, proponer las alternativas de asesoría y colaboración en materia de pensiones”.17


    El órgano fiscalizador fue más allá señalando que no existe información oficial de las diferentes fuentes de financiamiento de los planes públicos de pensiones y seguridad social, ni tampoco información completa sobre la sustentabilidad financiera de los esquemas de seguridad social”.18 El mismo señalamiento aplica para casi todos los gobiernos de las entidades federativas y los ayuntamientos con sistemas de pensiones.


    En efecto, hasta muy recientemente el gobierno federal no había utilizado lineamientos generales o bases técnicas uniformes para la construcción de valuaciones actuariales estandarizadas sobre los regímenes pensionarios y planes de pensiones contractuales de las dependencias o entidades de la Administración Pública Federal.


    Afortunadamente, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público ya emitió dichos lineamientos para que todas las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal homogeneicen la información sobre la sostenibilidad financiera y actuarial de las obligaciones pensionarias,19 que habrán de entregar a más tardar en mayo de 2012 conforme lo dispuesto por el Presupuesto de Egresos de la Federación para dicho año.


    Esta medida abre un panorama de extraordinaria oportunidad para que todo el paquete de obligaciones pensionarias y de costos de salud relacionados con el gobierno federal esté valuado uniformemente en los años por venir, conforme lo señaló debidamente el trabajo del Auditor de Desempeño de la ASF.


    Particularmente escasas son las valuaciones actuariales de los sistemas pensionarios de estados y municipios. Sin embargo, los patrones de deterioro son muy similares y la opacidad sólo esconde fuertes amenazas. Estos pasivos se suman a la gran problemática de los sistemas pensionarios fondeados con recursos de la federación.


    En el Presupuesto de Egresos de la Federación para 2012 hay algunas implicaciones estrujantes del costo de las pensiones a nivel federal:


     


    •  Este año se gastará oficialmente en pagar y subsidiar las pensiones federales 367 mil millones de pesos (Ramo 19),20 un 13.8% del gasto programable 2012 (aun cuando por presiones posteriores el gasto real al cierre de 2012 supere los 400 mil millones).


    •  Este monto oficial es el 76% del total de las transferencias federales corrientes a estados y municipios para educación básica y normal, salud, combate a la pobreza, asistencia social, infraestructura educativa, fortalecimiento de las entidades federativas y para los municipios y demarcaciones territoriales del Distrito Federal, seguridad pública, educación tecnológica y de adultos, en su conjunto (conocido como Ramo 33).


    •  El gasto pensionario representa ya el tercer destino más importante del presupuesto federal.


    •  El gasto en el Ramo 19 será casi seis veces superior a todo el gasto del Seguro Popular.


    •  El gasto en pensiones y el fondeo de los distintos déficits pensionarios no estatales será más de nueve veces superior a todo el gasto federal en seguridad pública.


    •  Los gastos en pensiones y seguridad social de 2012 serán 2/3 partes del total del gasto en sueldos y salarios del gobierno federal.


    •  El crecimiento del gasto pensionario federal ha sido del orden del 16% anual promedio.


    •  Ninguna variable económica está creciendo 16% anual en México.


     


    México no puede ni quiere un futuro financiero como el de Grecia u otros países que en 2012 están sufriendo por los desatinos, abusos y omisiones del pasado, principalmente en materia de pensiones y deuda pública.


    Pocos meses antes de escribir esta introducción, las principales calificadoras internacionales degradaron la deuda pública de Italia, Francia, España y Portugal, así como de otros cinco países, dados los temores fundados de que no alcancen a ejecutar los dramáticos programas de ajuste fiscal que se requieren para pronosticar menos presiones deficitarias y nuevos pronósticos de insolvencia.21 En Grecia, la magnitud del déficit público y del sobreendeudamiento estatal han originado una reducción de las pensiones de 20% en 2011 y de 12% adicional en 2012. Un injusto drama para los pensionados y sus familias que no participaron en la inacción pública contra la inminente insolvencia.


    Afortunadamente, México ha logrado con gran esfuerzo un récord de estabilidad macroeconómica que nos coloca en situación ventajosa en los mercados internacionales.22 Pero no debemos despreocuparnos por nuestros pasivos consolidados. Sólo pensemos que si las pensiones públicas equivalen a más del 100% del PIB de 2010, la deuda del sector público en conjunto con las obligaciones del IPAB, del rescate carretero y los Pidiregas suman 35% de ese PIB y la deuda de los estados alcanzo 2.4% del PIB en ese año, nos encontramos un pronóstico de enorme presión financiera ante un escenario de modesto crecimiento económico con una pobre base fiscal y contra fuertes obligaciones legales y contractuales.


    La conclusión es clara: o se reforman urgentemente los planes públicos de pensiones de beneficio definido y los arreglos pensionarios del sector paraestatal o muy pronto no habrá recursos públicos con qué honrar dichas obligaciones. Este panorama es preocupante: las pensiones públicas y los planes particulares de pensiones están creciendo en forma desproporcionada respecto de las capacidades fiscales de los tres niveles de gobierno. La presión puede explotar en el sexenio 2012-2018 lo que llevaría a un incumplimiento en el pago de las pensiones y a una severa crisis social y política. En este libro se hacen o recopilan cálculos claros de estas obligaciones legales, las cuales costarán los 500 mil millones en 2013 y acumularán un gasto de tres billones para la futura administración federal.


    El dilema es también claro: o lo hacemos inmediatamente con responsabilidad con nosotros mismos y gran esfuerzo de concertación política, u otros lo tendrán que hacer por nosotros más adelante con altísimos costos sociales y políticos.


    Las soluciones existen, pero es indispensable posicionar el tema de las pensiones en la agenda nacional para comprometer una visión y decisión políticas sobre su viabilidad futura.


    Este libro es una contribución decidida a llamar la atención sobre la próxima crisis de las pensiones en México.


    El capítulo I presenta el contexto general de las pensiones en nuestro país, para entender las dimensiones generales de la seguridad social en México.


    El capítulo II narra la difícil situación financiera de las pensiones en el Instituto Mexicano del Seguro Social, específicamente por lo que hace a la transición de su reforma de 1997 de un régimen de reparto hacia cuentas individuales.


    Especialmente delicado es que sabemos que no habrá pensiones por cuentas individuales por retiro sino hasta 2022, lo que evidencia el costo fiscal hacia un Sistema Nacional de Pensiones basado exclusivamente en regímenes de contribución definida.


    En el capítulo III se presenta el análisis para el caso del ISSSTE. Aquí se valoran los avances de la reforma de 2007 (ahorro de 12.4% del PIB de 2010) y se cuantifica el costo de la transición hasta 2018.


    Queda claro que las pensiones del ISSSTE en cuentas individuales son más atractivas que las del régimen IMSS, dado que los niveles contributivos son más elevados que en el IMSS; pero resolver un problema con 25 años de retraso necesariamente genera un alto costo de transición para el gobierno y la sociedad.


    En el capítulo IV se abordan los problemas de los sistemas pensionarios paraestatales federales. Uno a uno se examinan los casos de Pemex, Comisión Federal de Electricidad, Luz y Fuerza del Centro, Instituto de Seguridad Social de las Fueras Armadas (ISSFAM) y, destacadamente, el Régimen de Jubilaciones y Pensiones del IMSS Patrón. Sólo de estos sistemas el pasivo laboral rebasa los 3.8 billones de pesos y representa más del 28% del PIB de 2010.


    Aquí se incluyen regímenes pensionarios de paraestatales u órganos desconcentrados (IMSS-patrón, Pemex, CFE y Luz y Fuerza, entre otros) donde en varios casos el arreglo sindical es que los trabajadores no contribuyen al sostenimiento de las pensiones solidarias. Un elemento grave de iniquidad y desfinanciamiento.


    En el capítulo v se presenta una valoración general de los sistemas de pensiones de las entidades federativas. Por ser el segmento pensionario que menos estudio formal ha generado en los años recientes, el problema se aborda mediante una revisión de diversas perspectivas evaluatorias. La conclusión, sin embargo, es innegable: las entidades federativas y sus municipios están incubando fuertes desequilibrios en sus sistemas pensionarios y sólo un puñado de casos han logrado reformar sus regímenes de pensiones con correcciones paramétricas que deberán profundizarse en el futuro. El déficit actuarial de los sistemas pensionarios de las universidades estatales también es analizado con base en un reciente informe de la Auditoría Superior de la Federación.


    En el capítulo VI se hace una consolidación de los pasivos actuariales de las pensiones públicas en México que ya ascienden a la insospechada cifra de 104.2% del PIB de 2010, y eso que esta consolidación aún excluye diversos pasivos conocidos pero aún no cuantificados. Este pasivo es preocupantemente grande frente a nuestra base fiscal y triplica el valor de la deuda pública del 2010, lo que sin duda presionará en el futuro inmediato la valoración de los riesgos fiscales del país y particularmente los de los estados y municipios.


     


    CUADRO B. PASIVOS PENSIONARIOS CONSOLIDADOS

    (miles de millones de pesos de 2010)


     


    
      
        	Entidad o paraestatal

        	2010

        	%PIB 2010*

      

    


    
      
        	Pemex

        	  661.3

        	    4.8
      


      
        	CFE

        	  261.4

        	    1.9
      


      
        	Luz y Fuerza del Centro

        	  287.2

        	    2.1
      


      
        	Banca de Desarrollo

        	    35.5

        	    0.3
      


      
        	Ferronales

        	    32.5

        	    0.2
      


      
        	
IMSS-patrón (RJP)

        	2 504.7

        	  18.2
      


      
        	
ISSSTE-asegurador (Transición)

        	4 327.2

        	  31.4
      


      
        	
IMSS-asegurador (Transición)

        	4 179.4

        	  30.3
      


      
        	Entidades federativas

        	1 791.5

        	  13.0
      


      
        	Universidades públicas

        	   275.6

        	    2.0
      

    


    
      
        	Total

        	14 356.3

        	.2
      

    


     


    FUENTE: Elaboración propia con base en cuadros de este libro y reflejando el VPOT.


     


    En el capítulo VII se presenta en primer lugar, el contexto político-partidista de las reformas pensionarias, como una búsqueda para encontrar coincidencias y procedimientos entre las diversas fuerzas políticas que permitan avanzar en la construcción de un pacto político y social por una nueva seguridad social en México. Es claro que los partidos políticos no han desarrollado posturas sustantivas en materia de seguridad social y pensiones y que sólo han sido reactivos a las iniciativas del Ejecutivo en la materia.


    En una segunda parte, el capítulo VII aborda el tema de cómo reestructurar la seguridad social de México con una serie de apuntes sobre las líneas de solución y un perfil de reforma estructural para la seguridad social de México en el siglo XXI.


    La propuesta que se presenta en este libro es la generación de un nuevo modelo de seguridad social basado en cuatro pilares para pensiones en el retiro: pensiones sociales, pensiones universales por vejez, pensiones por retiro y pensiones adicionales. El libro describe cómo sí es posible financiar la nueva pensión universal de al menos un salario mínimo para todos los adultos mayores en el retiro, jefes de familia de 65 años o más, beneficiando cuando menos a 6.9 millones de mexicanos.
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